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RESPUESTA DEL ESTADO DE CHILE
Documento elaborado por el Servicio Nacional de Discapacidad 
Julio de 2019

CUESTIONARIO ARTÍCULO 8 CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

1. Antecedentes

La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos solicita la contribución escrita de los Estados para la preparación de un estudio sobre los derechos de las personas con discapacidad, relativo al artículo 8 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CRPD).

Este estudio será presentado durante la 43a sesión del Consejo de Derechos Humanos, que se efectuará en marzo de 2020, y solicita información relativa a cuestionario que se detalla en el siguiente apartado.
2. Cuestionario

1(a). ¿Cuenta su país con leyes, políticas, planes, estrategias o directrices, en cualquier nivel de gobierno, con el objeto de, o relacionadas con, la toma de conciencia de la población con respecto a las personas con discapacidad, especialmente iniciativas dirigidas a: 
- Fomentar el respeto de los derechos y la dignidad de las personas con discapacidad;

- Combatir los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas en relación con las personas con discapacidad; o

- Promover la toma de conciencia sobre las contribuciones de las personas con discapacidad
Respuesta Servicio Nacional de la Discapacidad (en adelante, SENADIS):
· Legislación

1. Constitución Política de la República. Establece en su artículo 1° inciso 1° que las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos.

2. Ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad
, publicada en el Diario Oficial el 10 de febrero de 2010.

La ley tiene por objeto asegurar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, con el fin de obtener su plena inclusión social, asegurando el disfrute de sus derechos y eliminando cualquier forma de discriminación fundada en la discapacidad.

Su artículo 8 establece: “Con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, el Estado establecerá medidas contra la discriminación, las que consistirán en exigencias de accesibilidad, realización de ajustes necesarios y prevención de conductas de acoso”. Este mismo artículo define las conductas de acoso como “(…) toda conducta relacionada con la discapacidad de una persona, que tenga como consecuencia atentar contra su dignidad o crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo.”.
El referido cuerpo legal, además, crea el Servicio Nacional de la Discapacidad, SENADIS, y, dentro de las funciones que se establecen para éste en su artículo 62, destacan las siguientes: Letra f) Realizar acciones de difusión y sensibilización; Letra j) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de las personas con discapacidad. Esta facultad incluye la atribución de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas, y ejercer acciones y hacerse parte en aquellas causas en que estén afectados los intereses de las personas con discapacidad, de conformidad a la ley.

3. Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación
, publicada en el Diario Oficial el 24 de julio de 2012. 
Esta ley tiene por objeto instaurar un mecanismo judicial que permita restablecer eficazmente el imperio del derecho ante cualquier acto de discriminación arbitraria, entendiendo por ésta: “toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, la maternidad, la lactancia materna, el amamantamiento, la orientación sexual, la identidad de género, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad.” (artículo 2). 
· Políticas, planes o estrategias 
En este ámbito, destacan los siguientes programas sociales impulsados por el Servicio Nacional de la Discapacidad:

a) Estrategia de Desarrollo Local Inclusivo (EDLI)

Es una oferta multiprogramática que entrega recursos a los municipios del país para generar la inclusión social de las personas con discapacidad, sus familias y organizaciones, en las comunas y territorios. Considera un plan de apoyo a los municipios con la finalidad de impulsar gestiones intersectoriales para una política pública de largo plazo, desde los gobiernos locales y en alianza con las organizaciones comunitarias.
Los recursos entregados por SENADIS permiten a los municipios beneficiarios, implementar diversas acciones dirigidas a la inclusión de personas con discapacidad, mejorando la gestión municipal inclusiva. Entre estas acciones se encuentran: i) El Fortalecimiento de la Oficina de Discapacidad Municipal (a través de la contratación de un/a nuevo/a profesional); ii) la Implementación de un Sistema de Servicios de Apoyo y Ayudas Técnicas; iii) El fortalecimiento de la rehabilitación basada en la Comunidad en coordinación con los dispositivos de salud municipales; iv) La promoción de una Oficina Municipal de Intermediación Laboral Inclusiva (a través de la contratación de un/a nuevo/a profesional); y v) El diagnóstico participativo y la asesoría en accesibilidad universal.
b) Fondo Nacional de Proyectos Inclusivos (FONAPI)
Es un financiamiento que se entrega a organizaciones que emprendan iniciativas o proyectos que contribuyan a la inclusión social de personas con discapacidad con montos que varían entre los $3.000.000 a $25.000.000.

Estos recursos se distribuyen regionalmente, considerando la prevalencia de discapacidad medida según el Segundo Estudio Nacional de la Discapacidad 2015 de SENADIS, y el porcentaje de proyectos adjudicados por cada región en Concursos FONAPI de años anteriores.

A través de esta modalidad, se financian proyectos en las áreas de ayudas técnicas y tecnologías de apoyo, cultura, deporte, inclusión laboral, comunicación inclusiva desde una perspectiva de derechos, y emergencias y desastres naturales. 
De acuerdo a las Bases de FONAPI año 2019, aprobadas por Resolución Exenta N° 0537, de 23 de abril de 2019, del Servicio Nacional de la Discapacidad, el área de comunicación inclusiva desde una perspectiva de derechos contempló las siguientes líneas de financiamiento:
Área: Comunicación Inclusiva desde una Perspectiva de Derechos 

a. Línea de financiamiento: Promoción de Derechos de las personas con discapacidad

	Objetivo: 
Concientizar, informar y educar sobre los derechos de las personas con discapacidad. Proporcionando un espacio para el autoconocimiento y fomentando a las personas con discapacidad a ejercer sus derechos.

	Actividades esperadas/sugeridas: 
Talleres y/o ferias educativas, reuniones, seminarios y/o conversatorios sobre derechos de personas con discapacidad. Se espera que las temáticas sean abordadas desde un enfoque de derechos humanos y en formatos y contextos accesibles.

	Qué se financiará: 
· Talleres educativos: orientado a las personas con discapacidad, a través de, sesiones informativas que favorezcan la participación y la toma de conciencia en relación a la temática.
· Ferias educativas: realización de ferias para personas con discapacidad donde se promuevan los derechos de las personas con discapacidad e incentiven a ejercerlo. 
· Seminarios y/o conversatorios para personas con discapacidad: que promuevan la concientización, reflexión y discusión acerca de los derechos de las personas con discapacidad, permitiendo que éstas desarrollen sus propias opiniones del tema.
· Folletos, afiches y trípticos: elaboración de material gráfico para personas con discapacidad que aborde la temática de derechos de personas con discapacidad y simultáneamente permitan el autoaprendizaje y la toma de decisiones sobre su propia vida.
· Guías y material audiovisual para personas con discapacidad: que permitan abordar los derechos de las personas con discapacidad.

	Aspectos claves: 
Es indispensable que las temáticas se aborden desde una perspectiva de derechos, fortaleciendo a las personas con discapacidad en relación a éstos. 

Las actividades deben ir dirigidas a aumentar el conocimiento acerca de los derechos humanos de las personas con discapacidad, fortaleciéndolas e incentivándolas a ejercer y expresar sus derechos.

El material desarrollado debe contar con mecanismos o herramientas de accesibilidad para personas con discapacidad sensorial y/o intelectual.


b. Línea de financiamiento: Soportes Comunicacionales Inclusivos que incorporen la temática de la discapacidad desde una perspectiva de derechos
	Objetivo: 
Desarrollar soportes comunicacionales que visibilicen la temática de la Discapacidad desde una perspectiva de derechos, considerando la accesibilidad en sus productos.

	Actividades esperadas/sugeridas:
Desarrollo de Material Gráfico o Material Audiovisual que visibilicen la temática de discapacidad desde una perspectiva de derechos.

	Qué se financiará: 
· Folletos, trípticos, cartillas informativas: Se financiará la elaboración de material gráfico como folletos, trípticos, cartillas informativas que aborden la temática de la discapacidad. Este material también debe ser elaborado en formato accesible, es decir, elaborar un video que reproduzca el texto del material gráfico en audio y que incorpore el recuadro con el intérprete en lengua de señas y subtitulado.
· Cápsulas radiales: Las cápsulas radiales deben abordar la temática de los derechos de las personas con discapacidad desde los diversos ámbitos: accesibilidad, acceso a la justicia, inclusión laboral, inclusión educativa, arte, cultura, deporte y turismo accesible. SENADIS solo financia la producción de la o las cápsulas y no los costos de difusión.
· Programa de televisión: Se financiará la producción de programas de televisión que aborden la discapacidad desde una perspectiva de derechos e inclusión social como herramienta para acercar temas de contingencia y procesos sociales a las personas con discapacidad. El programa debe incorporar el recuadro con el intérprete en lengua de señas y subtitulado. SENADIS solo financia la producción de la o las cápsulas y no los costos de difusión.
· La línea “Soportes Comunicacionales Inclusivos” contempla el financiamiento de subtitulado y lengua de señas en programas, noticieros, series y microprogramas ya existentes.
· Programas radiales: Se financiará la producción de programas de radio que aborden la discapacidad desde una perspectiva de derechos e inclusión social como herramienta para acercar temas de contingencia y procesos sociales a las personas con discapacidad. SENADIS solo financia la producción del o los programas radiales y no los costos de difusión.
· Videos publicitarios: Se financiará la producción de videos de una duración entre 20 segundos a 1 minuto, que aborden la temática de la discapacidad desde una perspectiva de derechos e inclusión social. En el Plan de Trabajo se deberá identificar el medio o soporte en el cual será difundido el video (televisión, cine, redes sociales, sitios web) e indicar su periodicidad. SENADIS solo financia la producción del video y no los costos de difusión. 

	Aspectos claves: 
· Para el desarrollo de las piezas audiovisuales, se debe considerar un intérprete de lengua de señas validado por la comunidad sorda. Para ello, se solicitará una carta de recomendación de una organización de personas sordas, que respalde la elección del intérprete de lengua de señas. 
· Esta línea no financia seminarios, cursos, talleres, ferias, congresos.


c) Programa Acceso a la Justicia para personas con discapacidad

Este programa reconoce las brechas e inequidades que las personas con discapacidad deben enfrentar a diario y de manera especial en el acceso a la justicia, que es aquel ámbito donde precisamente debiera darse solución a las vulneraciones que afectan el igualitario ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad.

A partir de ello, el Programa se ejecuta a través de 2 componentes. Uno, de defensoría de derechos, mediante el cual se entrega asesoría y patrocinio en casos de vulneración y discriminación en razón de la discapacidad; y otro, de difusión y promoción de derechos, que se dirige tanto a servicios públicos como a entidades privadas y a la sociedad civil. 
Este Programa se ejecuta en colaboración con las Corporaciones de Asistencia Judicial de todo el país, dependientes del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, las que, con recursos de SENADIS, contratan a abogados/as en todas las regiones del país, especializados en temas de discapacidad, quienes asumen la defensa y la difusión de derechos en la región en la que han sido destinados/as. Con estas acciones se busca proteger los derechos de las personas con discapacidad y educar en la materia de derechos humanos de este grupo vulnerable a nivel regional.
d) Programa de Apoyo al Cumplimiento de la Ley N° 21.015, de 2017, que incentiva la inclusión de personas con discapacidad al mundo laboral

Este Programa comenzará a implementarse durante el segundo semestre del año 2019, con el objeto de que las instituciones públicas y privadas, sujetas a la implementación de esta ley, y que no cuentan con procesos laborales inclusivos para la contratación de personas con discapacidad, puedan acceder a procesos de capacitación, difusión y acompañamiento técnico, para favorecer la inclusión laboral de las personas con discapacidad. 

De esta manera, y para el cumplimiento de dicho objetivo, el programa contempla las siguientes acciones: a) jornadas y seminarios de inclusión laboral; b) acceso a formación online en temáticas relacionadas a discapacidad, derechos e inclusión laboral de personas con discapacidad; c) asistencia técnica directa a instituciones públicas y privadas en sus procesos de inclusión laboral.
· Acciones o estrategias destinadas a la toma de conciencia
SENADIS, conforme a lo establecido en la letra f) del artículo 62 de la ya citada Ley N° 20.422, tiene, entre otras, la función de “realizar acciones de difusión y sensibilización”, razón por la cual, a través de este Servicio se desarrollan acciones de difusión destinadas a informar a otros organismos públicos y a la sociedad civil sobre igualdad de oportunidades, inclusión social, participación, accesibilidad y derechos de las personas con discapacidad.
De esta manera, por ejemplo, a través del Departamento de Defensoría de la Inclusión de SENADIS, se realizan acciones de difusión y promoción de derechos, tales como charlas y talleres destinados a concientizar, sensibilizar y educar a organismos públicos relacionados principalmente con el área de acceso a la justicia, a fin de que éstos incorporen la variable discapacidad no sólo en sus normativas, sino que también en su quehacer diario, informándoles sobre las temáticas abordadas tanto en la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, como en la legislación interna vigente en esta materia. En este contexto, a la fecha, se han desarrollado acciones de este tipo con Carabineros de Chile, Gendarmería de Chile, Poder Judicial, Ministerio de Obras Públicas, Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN), Fondo Nacional de Salud (FONASA). Asimismo, se ha prestado apoyo técnico a dichas instituciones – y a las que lo requieran – en la elaboración de protocolos de actuación y atención a personas con discapacidad.
Por su parte, desde el Área de Participación y Atención Ciudadana del Servicio se ha elaborado el denominado Modelo del Sistema Integral de Información y Atención Ciudadana Inclusiva, a fin de entregar directrices a los restantes organismos públicos para brindar una atención inclusiva en las Oficinas de Informaciones, Reclamos y Sugerencias (OIRS) existentes en cada uno de éstos. Se adjunta al presente cuestionario presentación que contiene el referido modelo. 
Por último, se adjunta también Minuta denominada “Recomendaciones sobre Uso del Lenguaje en Discapacidad”, elaborada por el equipo de prensa de SENADIS para medios de comunicación. 

1(b). ¿Cuáles son los desafíos u obstáculos que plantea la implementación de las medidas mencionadas?

Respuesta SENADIS: 

El marco normativo existente en Chile favorece la implementación de medidas como las descritas precedentemente, toda vez que el Estado ha adquirido obligaciones – tanto a nivel interno como a nivel internacional – en materia de reconocimiento, promoción y protección de derechos de las personas con discapacidad. Sin perjuicio de ello, los principales desafíos u obstáculos para la implementación de estas medidas dicen relación, por una parte, con la necesaria coordinación intersectorial que debe existir para implementar cualquier estrategia vinculada a discapacidad, ya que ésta incide o puede incidir en todos los ámbitos de desarrollo humano y en las diversas etapas del ciclo vital, cuestión que, además, hace necesario adoptar un enfoque interseccional en el diseño, ejecución y evaluación de estas medidas. Por otra parte, una limitación importante en el desarrollo y profundización de las mismas está dado por la disponibilidad presupuestaria definida cada año no sólo para SENADIS, sino que para todas las reparticiones públicas.
2(a). ¿Qué medidas legislativas y de política pública se adoptan para hacer frente a los delitos de odio, al discurso de odio y a las prácticas nocivas contra las personas con discapacidad?

Respuesta SENADIS: 

· Proyectos de ley, en actual tramitación, relativos a la incitación del odio o de otras prácticas nocivas
a) Proyecto de ley que sanciona a asociaciones, movimientos u organizaciones que realicen actos que inciten al odio o a la violencia. Fecha de ingreso: miércoles 01 de agosto de 2018. Estado: Primer trámite constitucional. Número de boletín: 11967-07. Iniciativa: Moción parlamentaria. Cámara de origen: Senado.
b) Proyecto de ley que tipifica el delito de incitación a la violencia. Fecha de ingreso: miércoles 06 de septiembre de 2017. Estado: Primer trámite constitucional. Número de boletín: 11424-17. Iniciativa: Mensaje presidencial. Cámara de origen: Cámara de Diputados.
c) Proyecto de ley que modifica el Código Penal, para incorporar el delito de incitación al odio o a la violencia contra personas que indica. Fecha de ingreso: miércoles 19 de julio de 2017. Estado: Primer trámite constitucional. Número de boletín: 11331-07. Iniciativa: Moción parlamentaria. Cámara de origen: Cámara de Diputados.
d) Proyecto de ley que modifica el Código Penal con el objeto de introducir el concepto de violencia y odio de género en la tipificación del delito de femicidio, y el Código Procesal Penal para conceder acción penal pública en estos casos. Fecha de ingreso: miércoles 15 de junio de 2016. Estado: Primer trámite constitucional. Número de boletín: 10748-07. Iniciativa: Moción parlamentaria. Cámara de origen: Senado.
e) Proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso. Fecha de ingreso: lunes 16 de agosto de 2010. Estado: Primer trámite constitucional. Número de boletín: 7130-07. Iniciativa: Moción parlamentaria. Cámara de origen: Senado.
· Medidas de política pública
Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, publicada en el Diario Oficial el 24 de julio de 2012, dispone en el inciso segundo de su artículo 1: “[c]orresponderá a cada uno de los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de su competencia, elaborar e implementar las políticas destinadas a garantizar a toda persona, sin discriminación arbitraria, el goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución Política de la República, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”. 

Este mismo cuerpo legal introdujo, además, una nueva agravante de responsabilidad penal en el artículo 12 del Código Penal: “21ª. Cometer el delito o participar en él motivado por la ideología, opinión política, religión o creencias de la víctima; la nación, raza, etnia o grupo social a que pertenezca; su sexo, orientación sexual, identidad de género, edad, filiación, apariencia personal o la enfermedad o discapacidad que padezca”.
Por su parte, la Ley N° 20.968
, que tipifica los delitos de tortura y de tratos crueles, inhumanos y degradantes, publicada en el Diario Oficial el 22 de noviembre de 2016, define la tortura como “(…) todo acto por el cual se inflija intencionalmente a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos, sexuales o psíquicos, con el fin de obtener de ella o de un tercero información, declaración o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se le impute haber cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona, o en razón de una discriminación fundada en motivos tales como la ideología, la opinión política, la religión o creencias de la víctima; la nación, la raza, la etnia o el grupo social al que pertenezca; el sexo, la orientación sexual, la identidad de género, la edad, la filiación, la apariencia personal, el estado de salud o la situación de discapacidad.” (artículo 150 A Código Penal). 

En este contexto, cabe señalar, además, que el 25 de abril de 2019 se publicó en el Diario Oficial la Ley N° 21.154
, que designa al Instituto Nacional de Derechos Humanos como el mecanismo nacional de prevención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

Por último, con fecha 06 de junio de 2017, se publicó en el Diario Oficial la Ley N° 21.013
, que tipifica un nuevo delito de maltrato y aumenta la protección de personas en situación especial, entre las que se cuentan las personas con discapacidad. A partir de esta nueva normativa, entre otras cuestiones, se agrega el siguiente artículo 403 bis nuevo al Código Penal: “[e]l que, de manera relevante, maltratare corporalmente a un niño, niña o adolescente menor de dieciocho años, a una persona adulta mayor o a una persona en situación de discapacidad en los términos de la ley N° 20.422 será sancionado con prisión en cualquiera de sus grados o multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad.

     El que teniendo un deber especial de cuidado o protección respecto de alguna de las personas referidas en el inciso primero, la maltratare corporalmente de manera relevante o no impidiere su maltrato debiendo hacerlo, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho fuere constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en el cual se aplicará sólo la pena asignada por la ley a éste.”. 
2(b). En particular ¿existen recursos legales a disposición de las personas con discapacidad que deseen obtener indemnización y reparación? ¿Existen disposiciones legales para sancionar a los autores de los delitos mencionados, inclusive mediante el derecho penal? Sírvase facilitar información sobre su aplicación en la práctica (por ejemplo, casos de personas condenadas por haber cometido delitos de odio contra personas con discapacidad).

Respuesta SENADIS:

· Recursos legales
a) Acción de protección consagrada en el artículo 20 de la Constitución Política de la República

Dispone este artículo: “[e]l que por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos y garantías establecidos en el artículo 19, números 1º, 2º, 3º inciso quinto, 4º, 5º, 6º, 9º inciso final, 11º,12º, 13º, 15º, 16º en lo relativo a la libertad de trabajo y al derecho a su libre elección y libre contratación, y a lo establecido en el inciso cuarto, 19º, 21º, 22º, 23º, 24°, y 25º podrá ocurrir por sí o por cualquiera a su nombre, a la Corte de Apelaciones respectiva, la que adoptará de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado, sin perjuicio de los demás derechos que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes. 

Procederá, también, el recurso de protección en el caso del Nº 8º del artículo 19, cuando el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación sea afectado por un acto u omisión ilegal imputable a una autoridad o persona determinada.”.
b) Acción del artículo 57 de la Ley N° 20.422, sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad

En esta normativa se consagra una acción especial que puede interponer toda persona que, por causa de una acción u omisión arbitraria o ilegal, sufra amenaza, perturbación o privación en el ejercicio de los derechos consagrados en esta ley, ante el juez de policía local competente de su domicilio para que adopte las providencias necesarias para asegurar y restablecer el derecho afectado. 
Dentro de las sanciones se dispone una multa de 10 a 120 unidades tributarias mensuales, la cual se duplicará en caso de reincidencia. Esta suma ingresará a las arcas del respectivo municipio para su destinación exclusiva a programas y acciones en beneficio de las personas con discapacidad de la comuna. Asimismo, para el caso de que el denunciado o demandado no adopte las medidas ordenadas por el juzgado de policía local correspondiente, o bien, insista en el incumplimiento de la normativa, además de la sanción pecuniaria, el juez podrá decretar la medida de clausura del establecimiento de que se trate. 
c) Acción de no discriminación arbitraria, del artículo 3 y siguientes de la Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación

Como ya se señaló, esta ley sanciona la discriminación arbitraria, entendiendo por tal “toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, la maternidad, la lactancia materna, el amamantamiento, la orientación sexual, la identidad de género, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad” (artículo 2°).
La acción en contra de los actos de discriminación podrá interponerse por cualquier persona lesionada en su derecho a no ser objeto de discriminación arbitraria, por su representante legal o por quien tenga de hecho el cuidado personal o la educación del afectado, circunstancia esta última que deberá señalarse en la presentación. También podrá interponerse por cualquier persona a favor de quien ha sido objeto de discriminación arbitraria, cuando este último se encuentre imposibilitado de ejercerla y carezca de representantes legales o personas que lo tengan bajo su cuidado o educación, o cuando, aun teniéndolos, éstos se encuentren también impedidos de deducirla.
Esta acción especial puede interponerse ante el juez de letras en lo civil de su domicilio o ante el del domicilio del responsable de dicha acción u omisión, a elección del afectado/a. 
d) Acción de tutela laboral del artículo 485 del Código del Trabajo

Este Código contempla un procedimiento especial – tramitado ante los juzgados laborales – respecto de cuestiones suscitadas en la relación laboral, durante la vigencia de la misma o con ocasión de su término, que afecten los derechos fundamentales de los/as trabajadores, como, asimismo, respecto de los actos de discriminación a que se refiere el artículo 2 de este Código, el cual incorpora dentro de las categorías de discriminación, la apariencia personal, enfermedad o discapacidad.
· Sanciones

En materia penal, y como ya se señaló, la Ley N° 21.013, de 2017, que tipifica un nuevo delito de maltrato y aumenta la protección de personas en situación especial, modifica el Código Penal en su artículo 400, añadiendo un nuevo inciso final: "Asimismo, si los hechos a que se refieren los artículos anteriores de este párrafo [lesiones corporales] se ejecutan en contra de un menor de dieciocho años de edad, adulto mayor o persona en situación de discapacidad, por quienes tengan encomendado su cuidado, la pena señalada para el delito se aumentará en un grado.". 
Esta misma ley, además, tipifica un nuevo delito denominado “maltrato a menores de dieciocho años de edad, adultos mayores o personas en situación de discapacidad”, introduciendo el tipo de “maltrato relevante”, disponiendo también que estos delitos serán de acción penal pública. Para ello, se incorpora en un nuevo párrafo 3 bis y los artículos 403 bis a 403 septies al Código Penal.
Por su parte, la Ley N° 20.066, publicada en el Diario Oficial el 07 de octubre de 2005, que establece la Ley de Violencia Intrafamiliar, define la misma como “(…) todo maltrato que afecte la vida o la integridad física o psíquica de quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del ofensor o una relación de convivencia con él; o sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive, del ofensor o de su cónyuge o de su actual conviviente.

     También habrá violencia intrafamiliar cuando la conducta referida en el inciso precedente ocurra entre los padres de un hijo común, o recaiga sobre persona menor de edad, adulto mayor o discapacitada que se encuentre bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.” (artículo 5). 

El artículo 7 de este cuerpo legal establece una presunción de situación de riesgo inminente, señalando que el tribunal de familia competente cautelará especialmente los casos en que la víctima esté embarazada, se trate de una persona con discapacidad o tenga una condición que la haga vulnerable. En estos casos, dicho tribunal, con el solo mérito de la denuncia, deberá adoptar las medidas de protección o cautelares que correspondan.
La citada Ley N° 21.013, de 2017, estableció un aumento de pena al delito de maltrato habitual tipificado en el artículo 14 de la Ley N° 20.066, que dispone: “[e]l ejercicio habitual de violencia física o psíquica respecto de alguna de las personas referidas en el artículo 5º de esta ley se sancionará con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en el cual se aplicará sólo la pena asignada por la ley a éste.

     Para apreciar la habitualidad, se atenderá al número de actos ejecutados, así como a la proximidad temporal de los mismos, con independencia de que dicha violencia se haya ejercido sobre la misma o diferente víctima. Para estos efectos, no se considerarán los hechos anteriores respecto de los cuales haya recaído sentencia penal absolutoria o condenatoria.”.
· Casos de discriminación por discapacidad
Si bien, a la fecha, no se ha tipificado en Chile el delito de incitación al odio o a la violencia, existe la ya citada Ley N° 20.069, de 2012, que establece medidas contra la discriminación, una de las cuales es, precisamente, la consagración de una acción legal que pueden ejercer ante los tribunales con competencia en lo civil las personas directamente afectadas por una acción u omisión que importe discriminación arbitraria, en los términos de dicha ley. 
En este contexto, y a partir de los datos proporcionados por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE)
, a través de su Informe Anual sobre Justicia; en el año 2016, ingresaron 64 causas a los tribunales civiles por ejercicio de la acción contemplada en la Ley N° 20.609. De este total, 33 se encuentran concluidas, de las cuales 23 fue por sentencia definitiva, a 5 no se les dio curso, y 5 se tuvieron por no presentadas.

En el año 2017, ingresaron 72 causas a los tribunales civiles por ejercicio de la acción contemplada en la Ley N° 20.609. De este total, 37 se encuentran concluidas, de las cuales 18 fue por sentencia definitiva, 4 retiraron la demanda, a 6 no se les dio curso, y 9 se tuvieron por no presentadas.
Respecto al año 2018, no existe, en el INE, información referida a esta materia.
Causas Corte Suprema
En la siguiente tabla se muestra las causas de que ha tomado conocimiento la Corte Suprema en razón de la interposición de la acción por discriminación de la Ley N° 20.609, que tengan su origen en la situación de discapacidad del afectado, desde la entrada en vigencia de dicha norma (publicación: 24 de julio de 2012). 
	N°
	ROL
	FECHA
	SALA
	MINISTROS
	RESUMEN

	1
	 41.884-2017.-
	09-10-2018
	Cuarta Sala
	Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros señores Hugo Dolmestch U., Ricardo Blanco H., señora Gloria Ana Chevesich R., y los Abogados Integrantes señores Diego Munita L., y Antonio Barra R.
	Acción por discriminación en evaluación para renovación de licencia de conducir.

ACOGIDA 
Fallo impugnado infringe normativa al desestimar demanda pese a que demandada ejecutó un acto discriminatorio y arbitrario, en atención a discapacidad del actor, exigiéndole realización de test y exámenes de medición estandarizados para renovación de su licencia de conducir, sin tomar en cuenta su condición especial

	2
	41.388-2017.-
	25-07-2018
	Cuarta Sala
	Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros señor Ricardo Blanco H., señoras Gloria Ana Chevesich R., Andrea Muñoz S., y los abogados integrantes señor Álvaro Quintanilla P., y señora Leonor Etcheberry C.
	Acción por discriminación contra empresa de transporte de pasajeros Metro S.A.
ACOGIDA

Evacuación de todos los pasajeros del servicio de transporte subterráneo del Metro de Santiago por supuesto artefacto explosivo, con excepción de actora que se desplazaba en silla de ruedas, configura un acto de discriminación en razón de su discapacidad física.

	3
	92.909-2016.-
	04-06-2018
	Cuarta Sala
	Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros señor Ricardo Blanco H., señora Andrea Muñoz S., señor Arturo Prado P., y los Abogados Integrantes señor Carlos Pizarro W., y señora Leonor Etcheberry C.
	Acción por discriminación 
RECHAZADA
Acciones discriminatorias deben ser carentes de justificación razonable.

Recurrida no ha discriminado a discapacitado al realizar una serie de acciones destinadas a que pudiera cursar sus ramos.

Recurrente ha aprobado todas las materias que ha cursado en las cuales se ha presentado a rendir examen, por lo cual ha logrado ejercer su derecho a educación, aunque lo ha hecho con esfuerzo mayor que quienes no tienen discapacidad, pero que ha recibido ayuda por parte de institución para lograr sus objetivos.

Falta de implementación por parte de institución de sistemas "jaws" y "lambda" no importa discriminación arbitraria ni carecer de una justificación razonable, ya que no es única forma en que persona con discapacidad visual puede tener acceso a educación superior.

	4
	38.521-2017.-
	21-06-2018
	Cuarta Sala
	Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros señor Ricardo Blanco H., señoras Gloria Ana Chevesich R., Andrea Muñoz S., señor Carlos Cerda F., y el Abogado Integrante señor Rodrigo Correa G.
	Acción por discriminación contra establecimiento educacional que implementó proyecto piloto de integración para postulantes con síndrome de down en educación inicial, por imponer permanencia de niño con síndrome de Down en kínder, impidiendo su ingreso a educación básica.

ACOGIDA en procedimiento sumario especial
Sentencia impugnada incurre en error de derecho al rechazar acción por discriminación arbitraria, atendido que demandada no ha acreditado que diferencia efectuada respecto de menor sea justificable u obedezca a una finalidad legítima.
Ausencia de discriminación requiere no sólo existencia de alguna justificación razonable, sino también presencia de una finalidad legítima.
Alegaciones y antecedentes aportados por demandada no permiten establecer que su preocupación fundamental sea buscar mejores condiciones para desarrollo de menor, sino más bien dice relación con proyecto educativo de establecimiento educacional.
Aunque sea entendible que establecimiento educacional demandado no esté suficientemente preparado para asumir desafío de integrar a menor con síndrome de Down, asumió una responsabilidad al aceptarlo como parte de comunidad escolar.
Invocar condición de menor para impedir su ingreso a educación básica y por ello mantenerlo en kínder implica contravención de normativa nacional e internacional, considerando especialmente que en Chile el ingreso a educación básica no está condicionado a aprobación de kínder.

	5
	42.000-2017.-
	19-03-2018
	Primera Sala
	Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema por los Ministros Sr. Guillermo Silva G., Sra. Rosa Egnem S., Sra. Gloria Ana Chevesich R., Sr. Rodrigo Biel M. (s) y Abogado Integrante Sr Jaime Rodríguez E.
	Acción por discriminación 
RECHAZADA
Recurso de casación sustantivo intentado adolece de manifiesta falta de fundamento, pues no se denuncia infracción concreta a reglas de sana crítica y ello determina ausencia de demás errores normativos invocados.
Alegaciones de recurrente apuntan a valoración de prueba aportada que efectuaron sentenciadores del grado, cuestión improcedente ya que tal actividad es extraña a finalidades de casación sustantiva.
Recurrente cuestiona hechos establecidos en que se funda decisión impugnada, pero omite presentar con precisión atentados a reglas de lógica, máximas de experiencia y conocimientos científicamente aceptados.

Únicamente jueces del fondo se encuentran facultados para fijar hechos del juicio, sin que sea dable su revisión en sede de casación a menos que se denuncie y compruebe efectiva infracción a reglas de sana crítica.

	6
	38.238-2016.-
	19-12-2017
	Cuarta Sala
	Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros señores Haroldo Brito C., Ricardo Blanco H., señoras Gloria Ana Chevesich R., Andrea Muñoz S., y la Abogada Integrante señora Leonor Etcheberry C.
	Acción por discriminación 
ACOGIDA
en procedimiento sumario especial.

Sentencia impugnada incurre en vicio de casación formal de falta de consideraciones de hecho y derecho que debían servirle de fundamento, autorizando casar de oficio.
Fallo de base y sentencia de alzada que lo confirmó omiten toda consideración sobre prueba documental rendida por ambas partes, siendo insuficiente afirmar que ella en nada altera conclusiones asentadas para entender por cumplida obligación legal de ponderación.
Sólo ponderación previa de totalidad de prueba aportada autorizará a inferir si tiene o no incidencia en decisión de asunto sometido a consideración del tribunal, deber legal que claramente fue incumplido por jueces del grado.
Sentencia de primer grado analizó prueba testimonial rendida y omitió toda consideración sobre documental aportada, vicio que fallo de segundo grado hizo suyo.

	7
	2847-2017.-
	23-10-2017
	Tercera Sala
	Pronunciado por la Tercera Sala de esta Corte Suprema integrada por los Ministros Sr. Sergio Muñoz G., Sra. María Eugenia Sandoval G., y Sr. Manuel Valderrama R., y los Abogados Integrantes Sr. Álvaro Quintanilla P., y Sr. Juan Eduardo Figueroa V.
	Acción por discriminación 
RECHAZADA
Construcción de pasarela peatonal sin implementar medidas para permitir acceso a personas discapacitadas o con movilidad reducida, no resulta actuar discriminatorio.
Ley N° 20.422 queda, por mandato legal, sujeta a publicación de reglamento que debía ser elaborado por ministerio de vivienda y urbanismo, con plazo de adecuación de 3 años.
Reglamento no había sido dictado a fecha de construcción de pasarela y de recepción de obras por parte de municipalidad de La Serena.
Dirección de Obras Municipales no estaba en condiciones de exigir al proyecto presentado por centro comercial, construcción de ascensor que permitiera uso de pasarela a personas con discapacidad o movilidad reducida.
Ente técnico encargado de entregar recepción de obras, se encontraba obligado a verificar cumplimiento de requisitos exigidos en ley vigente, como asimismo observancia de condiciones que se previeron en estudio de impacto sobre el sistema de transporte urbano aprobado previamente por autoridades respectivas, sin que se encontrara facultada a imponer más condiciones que las previstas.
Centro comercial denunciado no incurrió en conducta que implica discriminación arbitraria al no contemplar elevador o ascensor en pasarela peatonal, puesto que a fecha de aprobación de proyecto y de recepción de obras, no habían sido dictadas normas técnicas que determinan soluciones específicas que deben cumplir edificaciones nuevas.

	8
	16.940-2016.-
	06-07-2016
	Cuarta Sala
	Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros señores Sergio Muñoz G., Ricardo Blanco H., señora Gloria Ana Chevesich R., señor Jorge Dahm O., y Abogada Integrante señora Leonor Etcheberry C.
	Acción por discriminación

ACOGIDA
Jueces de fondo efectúan correcta aplicación de normativa atinente al caso, al acoger denuncia por discriminación arbitraria.
Sentencia impugnada estima arbitraria decisión de compañía aérea demandada consistente en impedir embarque a denunciante el mismo día del vuelo, pese a advertir previamente su grado de discapacidad.
Demandada incumple deber de informar negativa de volar antes de producirse embarque, extemporaneidad que produjo concreción del hecho que se reprocha.
Reproche contra denunciada se basa en ser inoportuna la comunicación efectuada a denunciante, quien se sometió a trato injustificado por sola condición de su discapacidad, sin fundarse en concurrencia de alguna garantía constitucional que excluya su antijuridicidad.
Improcedente invocación efectuada por denunciada de normativa que la obliga a ser receptiva con discapacitados, pues misma regla no puede servir de base para estimar concurrente acto discriminatorio como uno de exclusión.

	9
	31.297-2015.-
	21-03-2016
	Tercera Sala
	Pronunciado por la Tercera Sala de esta Corte Suprema integrada por los Ministros Sr. Pedro Pierry A., Sra. María Eugenia Sandoval G., y Sr. Manuel Valderrama R., y los Abogados Integrantes Sr. Jaime Rodríguez E., y Sr. Arturo Prado P.
	Acción por discriminación contra Dirección del Tránsito de Punta Arenas

RECHAZADA
Recurrente hace consistir acto de discriminación en restricción arbitraria de periodo de renovación de su licencia de conducir clase b.
Sentenciadores del grado concluyeron que acto administrativo impugnado se ajustaba plenamente a normas legales y reglamentarias vigentes.
Sentenciadores no incurren en errores de derecho denunciados por recurrente, pues se limitan a aplicar normativa que rige situación materia de autos.
Acto de discriminación arbitraria, definición legal.
Actos de discriminación arbitraria requieren concurrencia de conductas descritas en Ley 20.609 que establece medidas contra discriminación.
Autoridad municipal se encuentra autorizada por ley para restringir periodo de renovación de licencia de conducir, pues actor reprobó examen de manivela.

	10
	4999-2015.-
	21-10-2015
	Tercera Sala
	Pronunciado por la Tercera Sala de esta Corte Suprema integrada por los Ministros Sra. Rosa Egnem S., Sra. María Eugenia Sandoval G., Sr. Carlos Aránguiz Z., y los abogados Integrantes Sr. Jaime Rodríguez E. y Sr. Arturo Prado P.
	Acción por discriminación arbitraria 
RECHAZADA
Armada de Chile tuvo facultades legales para dictar resolución acusada como arbitraria e ilegal, fundada en diversos antecedentes, tales como exámenes de salud, informes médicos psiquiátricos y certificados de salud, ratificados en lo pertinente, por aquellos que los elaboraron.
Jueces del grado explican motivos o causas de decisión adoptada en resolución impugnada, resultando impropio afirmar que actuación resulta de un acto irreflexivo o infundado.
Resolución que dispuso retiro absoluto de actor de Armada de Chile, corresponde a ordinario que lo declaró no apto para servicio y no afecto a lo establecido en el ámbito del artículo 237 del DFL N° 1 de 1997, expresando que resolución tuvo su fundamento en decisión de comisión de sanidad de armada, durante evaluación psiquiátrica practicada a su persona.


3(a). ¿Qué medidas se han adoptado para establecer normas y buenas prácticas sobre la representación y caracterización de las personas con discapacidad en los medios de comunicación, como, por ejemplo, códigos, directrices u otras medidas (legales, co-regulatorias, o auto-regulatorias)?

Respuesta SENADIS:

· Medidas relativas a medios de comunicación

Respecto de las vulneraciones de derechos a personas con discapacidad en los medios de comunicación, se han interpuesto reclamos o denuncias ante el Consejo Nacional de Televisión (CNTV), organismo que debe velar por el correcto funcionamiento de la televisión chilena a través de políticas institucionales que tiendan a orientar, estimular y regular la actividad de los actores involucrados en el fenómeno televisivo, en sintonía con los cambios tecnológicos y socio-culturales, en un contexto de creciente internacionalización. Para ello, cuenta con las facultades de supervigilar y fiscalizar el contenido de las emisiones televisivas a la luz de la Ley N° 18.838, de 1989. Esta supervisión puede tener su origen en las denuncias ciudadanas, pero también el CNTV puede actuar de oficio.
Por otra parte, también se han interpuesto recursos de protección ante la Corte de Apelaciones por vulneraciones que se enmarcan en afectaciones del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que establece las garantías constitucionales, en especial con relación a los números 1º (derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona) y 4º (respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y su familia, y asimismo, la protección de sus datos personales).
Se han presentado denuncias ante el Ministerio Público en el contexto de delitos de amenazas en contra de personas con discapacidad de origen intelectual o mental. De estas denuncias, se ha tomado conocimiento en el SENADIS, mediante información entregada directamente por alguna organización de la sociedad civil o a través de algún medio de comunicación que informa acerca de los hechos. 
Asimismo, y tal como se indicó en respuesta a pregunta 1(a), se adjunta al presente cuestionario Minuta denominada “Recomendaciones sobre Uso del Lenguaje en Discapacidad”, elaborada por el equipo de prensa de SENADIS para medios de comunicación. 
3(b). Además, ¿qué marco jurídico, qué medidas o qué buenas prácticas existen para regular las redes sociales de conformidad con el artículo 8 y con los estándares de derechos humanos sobre libertad de expresión?
Respuesta SENADIS:

· Marco jurídico

a) Ley N° 19.223, de 07 de junio de 1993, que Tipifica Figuras Penales Relativas a la Informática. 
b) Convenio de Budapest sobre la Ciberdelincuencia. Chile promulgó el Convenio a través del Decreto Nº 83 del Ministerio de Relaciones Exteriores, con fecha 27 de abril del 2017, entrando posteriormente en vigencia el 28 de agosto del mismo año.

· Proyectos de ley
a) Proyecto de ley que establece nomas sobre delitos informáticos, deroga la Ley N° 19.223 y modifica otros cuerpos legales con el objeto de adecuarlos al Convenio de Budapest. Fecha de ingreso: jueves 25 de octubre de 2018. Estado: Primer trámite constitucional. Número de boletín: 12192-25. Iniciativa: Mensaje presidencial. Cámara de origen: Senado.
b) Proyecto de ley que modifica la Ley N° 19.223, que Tipifica Figuras Penales Relativas a la Informática, para tipificar el delito de acoso u hostigamiento por medios informáticos. Fecha de ingreso: jueves 07 de junio de 2018. Estado: Primer trámite constitucional. Número de boletín: 11801-07. Iniciativa: Moción parlamentaria. Cámara de origen: Cámara de Diputados.
c) Proyecto de ley que tipifica y sanciona los delitos informáticos y deroga la Ley N° 19.223. Fecha de ingreso: jueves 18 de junio de 2015. Estado: Primer trámite constitucional. Número de boletín: 10145-07. Iniciativa: Moción parlamentaria. Cámara de origen: Cámara de Diputados.
d) Proyecto de ley que modifica la Ley N° 19.223, que Tipifica Figuras Penales Relativas a la Informática, sancionando la distribución, exhibición o reproducción de material pornográfico infantil. Fecha de ingreso: miércoles 15 de abril de 2015. Estado: Primer trámite constitucional. Número de boletín: 9998-07. Iniciativa: Moción parlamentaria. Cámara de origen: Cámara de Diputados.  
e) Proyecto de ley que modifica la Ley N° 19.223, con el objeto de establecer sanciones para los funcionarios públicos que sustraigan datos contenidos en los sistemas de información de sus respectivos servicios. Fecha de ingreso: martes 03 de agosto de 2010. Estado: Primer trámite constitucional. Número de boletín: 7090-07. Iniciativa: Moción parlamentaria. Cámara de origen: Cámara de Diputados.
4(a). Sírvase facilitar información sobre la existencia y ejecución de los programas y actividades, incluyendo ejemplos exitosos de campañas públicas, relativas a la toma de conciencia de la población con respecto a las personas con discapacidad y sus derechos, y a combatir actitudes negativas, por ejemplo, mediante iniciativas de:

- Capacitación, incluida la educación sobre derechos humanos;

- Investigación, incluidos estudios sobre percepción y actitudes;

- Encuestas y recopilación de datos
Respuesta SENADIS:

· Capacitaciones

Como se ha señalado, SENADIS desarrolla, desde el año 2015, el Programa Acceso a la Justicia para personas con discapacidad, en cuyo contexto se organiza y ejecuta el Curso de Derechos Humanos y Discapacidad, que es ejecutado una vez al año por alguna universidad del país que postule para la adjudicación de fondos concursables destinados al efecto. 
Este curso tiene como finalidad la educación de funcionarios/as públicos/as relacionados a la toma de decisiones y políticas públicas en los servicios e instituciones a las que pertenecen o que se desenvuelvan en temáticas de inclusión o discapacidad, a fin de que adquieran conocimientos o profundización de los mismos, en materias relativas a derechos humanos de las personas con discapacidad, buenas prácticas, educación, salud, accesibilidad, acceso a la justicia, entre otros. El curso cuenta con la participación de expositores, nacionales e internacionales, tiene una duración de 5 días, jornada completa, y cuenta con la certificación de la institución de educación superior que lo imparta.
Con este curso no sólo se logra informar a los/as asistentes, sino que además se genera, de manera indirecta, el interés en la institución de educación superior, de abordar la temática de la inclusión de las personas con discapacidad al interior de ella, impulsando eventuales cambios en las mallas curriculares y en la enseñanza del Derecho, principalmente.

También bajo el alero del citado Programa, desde 2015, se ejecutan seminarios a nivel regional a lo largo de Chile, en coordinación con universidades e instituciones de educación superior que postulan a los fondos concursables de SENADIS, presentando proyectos que consideren diversos aspectos de la temática de la discapacidad de manera transversal, para ser tratados en estas instancias de difusión y promoción de derechos de las personas con discapacidad. En estos seminarios participan principalmente sociedad civil e instituciones o actores relevantes relacionados al acceso y administración de justicia.
· Campañas públicas
En relación a campañas o acciones para toma de conciencia y sensibilización en materia de discapacidad, cabe señalar que, en el año 2016, se realizó el lanzamiento de dos videos con la finalidad de contribuir a la promoción de derechos de las personas con discapacidad, en el marco del proyecto “Un Verano Inclusivo”, financiado por el Programa Elige Vivir Sano, ejecutado por SENADIS y realizado por Woki Toki, una reconocida productora audiovisual y generadora de contenidos de Chile. Los videos desarrollan dos temáticas importantes: “Cómo referirse a una persona con discapacidad”
 y “Cómo tratar a una persona con discapacidad”
.
Asimismo, en los años 2017 y 2018, también en los meses de verano (enero y febrero), se realizaron a nivel nacional, actividades de difusión de Verano Inclusivo en playas, piscinas y lugares turísticos. Las actividades tuvieron como objetivo promover el derecho al esparcimiento y a contar con espacios inclusivos para las personas con discapacidad, a través de mensajes dirigidos a los/as veraneantes y a la población en general. La información fue entregada durante las actividades y difundida en el sitio web de SENADIS y en redes sociales.

En junio de 2017, tras la promulgación de la Ley N° 21.015 sobre inclusión laboral de personas con discapacidad, se inició la difusión que contempló acciones durante todo el año, entre las que se incluyó la realización de un video, un volante, una cartilla informativa de la ley, una frase radial, gigantografías para paneles en estaciones del Metro de Santiago, insertos en dos diarios de circulación nacional, una campaña promocionada en Facebook y difusión en redes sociales. Posteriormente, el año 2018 y 2019 se continuaron difundiendo los principales hitos relacionados a la citada Ley 21.015, la publicación de los reglamentos y su posterior entrada en vigencia.
En el mismo año 2017, SENADIS y Woki Toki lanzan un nuevo video
 para crear conciencia sobre la inclusión laboral de personas con discapacidad, a fin de promocionar la nueva ley de inclusión laboral para personas con discapacidad, la cual garantiza que al menos el 1% de los puestos de trabajos estén reservados para personas con discapacidad en empresas públicas y privadas, con 100 o más funcionarios o trabajadores. 
En el mes de septiembre de 2017 y 2018, se realizaron actividades en el marco de las Fiestas Patrias Inclusivas, oportunidad en la que se promovió la accesibilidad en los espacios públicos y el derecho al esparcimiento de las personas con discapacidad. Se realizó un volante con recomendaciones para un 18 de septiembre inclusivo, el que se distribuyó a nivel nacional para que las Direcciones Regionales también difundieran esta fecha. 
El derecho a Voto y el Voto Asistido de las personas con discapacidad también se ha promovido en los últimos años. La última actividad realizada fue en noviembre de 2017, oportunidad en que se desarrolló la difusión del voto asistido, bajo el lema “Tu Voto, Tu Derecho”, con motivo de las elecciones presidenciales, parlamentarias y de consejeros regionales. Esta difusión incluyó actividades a nivel nacional, la realización de un volante y difusión a través de redes sociales. 
Asimismo, cada año, en el marco del 3 de diciembre, Día Internacional de las Personas con Discapacidad, se realizan acciones en las que se promueven los derechos fundamentales de las personas con discapacidad, su inclusión efectiva y la participación en los diferentes ámbitos de desarrollo. Se organizan actividades en todo el país y, además, se apoyan las actividades impulsadas por las organizaciones de y para personas con discapacidad. Se realiza difusión en redes sociales, sitio web y en medios de comunicación a través de la gestión de SENADIS.

Por último, en enero de 2019, se realizó el lanzamiento para América Latina de la Campaña Mundial para el Buen Trato de Niñas, Niños y Adolescentes con Discapacidad en el Mundo, generada por la Oficina de la Enviada Especial del Secretario General de las Naciones Unidas sobre Discapacidad y Accesibilidad, con el apoyo de CEPAL, UNICEF, SENADIS-CHILE, la Representante Especial del Secretario General sobre la Violencia contra los Niños y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, ACNUDH. La campaña busca crear conciencia social e incentivar el buen trato hacia los niños, niñas y adolescentes con discapacidad, para contribuir a la plena implementación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad – a 10 años de su entrada en vigencia en el país – y la Convención sobre los Derechos del Niño. El lanzamiento a nivel nacional de esta campaña está previsto para el segundo semestre de 2019. 
· Recopilación de datos

De acuerdo a lo establecido en la Ley N°20.422, el mecanismo legalmente válido para acreditar la discapacidad es por medio de la obtención del Registro Nacional de la Discapacidad (RND), requisito habilitante para el acceso a ciertos beneficios sociales y dar cumplimiento a normativas, como, por ejemplo, la Ley N° 21.015 de inclusión laboral para personas con discapacidad. 

Según el Segundo Estudio Nacional de la Discapacidad (2015), en Chile, el 16,7% de la población tiene discapacidad, lo que equivale a 2.836.818 personas. Las mujeres con discapacidad alcanzan el 20,3% lo que equivale a 1.764.192 mujeres. Proporcionalmente, esta cifra corresponde a casi el doble de hombres con discapacidad, cuya prevalencia asciende a un 12,9%. 

De acuerdo a cifras del Servicio de Registro Civil e Identificación, al 29 de marzo 2019 (reporte trimestral) había un total nacional de 352.188 personas inscritas en el RND, lo que corresponde aproximadamente al 13% de las personas con discapacidad. 

Considerando que el RND es el único registro formal y, por tanto, fuente principal de información para orientar el diseño de políticas y programas públicos para personas con discapacidad, se hace necesario realizar un esfuerzo masivo de promoción y difusión, que permita incrementar el número de personas con discapacidad que obtengan su RND.

En términos generales, entre los factores que dificultan que las personas con discapacidad se inscriban en el Registro, están, por un lado, algunos elementos del proceso de evaluación propiamente tal, que debe realizarse ante la COMPIN, pero también, ciertos prejuicios y temor a ser estigmatizados/as y/o sufrir algún tipo de discriminación. 

En este contexto, SENADIS, desarrollará el Plan Nacional de Calificación y Certificación de Personas con Discapacidad en todo el territorio nacional, para garantizar el acceso de las personas a la calificación de la discapacidad en un proceso eficiente y eficaz, a través de una estrategia de promoción, evaluación y gestión del proceso. Un componente importante de este Plan es realizar una campaña de difusión, cuyo objetivo principal es la promoción de un cambio cultural respecto a la discapacidad, avanzando hacia una mirada positiva y desde un enfoque de derechos, que incentive a que las personas con discapacidad se inscriban en el RND. 

Para abordar este componente, se requiere contratar los servicios de asesoría comunicacional, para el diseño e implementación de una Estrategia de Promoción para el Plan Nacional de Calificación y Certificación de personas con discapacidad, el posicionamiento del Servicio Nacional de la Discapacidad y acciones que promuevan la inclusión social de personas con discapacidad, que propicien este cambio cultural. El presupuesto asignado para esto es de $154.500.000. 

La implementación de la campaña está prevista para el segundo semestre de 2019, y su objetivo será implementar la estrategia de promoción del "Plan Nacional de Calificación y Certificación de las Personas con Discapacidad" en todo el territorio nacional, para incentivar el Registro Nacional de la Discapacidad, impulsando un cambio cultural, el empoderamiento de las personas con discapacidad y sus familias, y educar a la comunidad sobre diversas temáticas vinculadas a la inclusión social efectiva de las personas con discapacidad.
4(b). Indique su objetivo, alcance, su público destinatario, impacto (incluyendo información disponible), los asociados y los participantes, en particular la participación de las personas con discapacidad y las organizaciones que las representan, y cualquier factor clave para su éxito.

Respuesta SENADIS:

Informado en respuesta a pregunta 4(a). 
5. Sírvase facilitar información sobre el papel de las personas con discapacidad y las organizaciones que las representan, incluyendo los niños con discapacidad, en el diseño, la implementación, el monitoreo y la evaluación de todas las medidas de toma de conciencia. Por favor, proporcione información detallada sobre los mecanismos concretos y las actividades llevadas a cabo para facilitar las consultas y el involucramiento activo (por ejemplo, reuniones periódicas o consultas en línea, entre otros).
Respuesta SENADIS:

En primer lugar, cabe hacer referencia a la Mesa Intersectorial por la Discapacidad Intelectual (MIDI), creada en el mes de marzo del año 2018, gracias a un trabajo conjunto entre el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, el Servicio Nacional de la Discapacidad y la sociedad civil. Su objetivo es facilitar la participación y el reconocimiento de los derechos de las personas con discapacidad intelectual en la vida cívica y social. Incluye la presencia de 37 instituciones del mundo público, sociedad civil y academia que están trabajando de manera permanente en cinco áreas de interés, sobre las cuales se formaron grupos de trabajo: i) Catastro de personas con discapacidad intelectual; ii) Creación de protocolos de identificación y fijación de estándares mínimos nacionales a profesionales de educación, salud y laboral; iii) Participación en mesas de trabajo y espacios legislativos; iv) Apoyo a la formación familiar; y v) Apoyos económicos en áreas relevantes. 
Asimismo, en el marco del Programa de Participación de SENADIS, el año 2018 se firmaron dos convenios por un monto total de $370 millones, para la implementación de dos iniciativas que están actualmente en ejecución: 
a) Programa Participación Social en Discapacidad Intelectual, PaísDI
Promovido y financiado por el Servicio Nacional de la Discapacidad a través de su Programa de Participación Inclusiva, con un presupuesto total de $141.450.000, el cual será dividido equitativamente entre todas las regiones del país. Este programa es desarrollado y ejecutado por la Universidad de Los Andes, y su objetivo principal es diseñar e implementar un programa orientado a la participación social en discapacidad intelectual, incluyendo a personas con discapacidad intelectual en calidad de voceros, familiares, profesionales y académicos.
La iniciativa es de impacto nacional y tiene 2 ejes: 
- Diseño e implementación de escuelas territoriales de formación para el liderazgo en Discapacidad Intelectual (DI): A través de éstas se busca promover el empoderamiento político, social y cultural de personas con discapacidad intelectual. Sus contenidos están enfocados en perspectiva de derechos y discapacidad intelectual, liderazgo para discapacidad intelectual, comunicación efectiva y diseño de proyectos, las que serán ejecutadas a nivel regional, en 16 horas académicas, distribuidas en 2 días por 8 horas. La primera Escuela Territorial se realizará el 10 de junio del año en curso en la región de Magallanes.
- Formación de mesas de trabajo en Discapacidad Intelectual (DI): Se convocará regionalmente a las personas con discapacidad intelectual y organizaciones de y para personas con discapacidad intelectual, con el objetivo de levantar problemáticas existentes y áreas de interés; cada mesa regional trabajará con uno de los grupos MIDI: Catastro, Familia, Legislación, Protocolos de Identificación y Apoyo Económico, de acuerdo a las prioridades definidas a nivel regional.
El equipo del Programa visitará las dieciséis regiones del país en el curso de los próximos tres meses, implementando las Escuelas Territoriales de participación social en discapacidad intelectual y acompañando la formación de las Mesas Regionales por la Discapacidad Intelectual. Finalmente, se realizará un Encuentro Nacional, contextualizado en un Seminario Internacional. Adicionalmente, se producirá un Portafolio de Buenas Prácticas, donde se recogerán experiencias del proyecto, desde un punto de vista cualitativo.
b) Proyecto ejecutado por la Organización Internacional del Trabajo (OIT) de Fortalecimiento de Capacidades para la Inclusión

Se implementará en 4 regiones del país. Busca establecer, mediante el diálogo social, procesos tendientes al desarrollo de innovación social y generación de competencias de inclusión en actores públicos, sociedad civil y sector privado, a través de tres pilares estratégicos: 1) Fortalecimiento de los consejos consultivos regionales y generación de capacidades en las organizaciones de y para personas con discapacidad; 2) Asesoría técnica especializada para aumentar competencias de inclusión en el sector público; y 3) Generación de capacidades en el sector empresarial y en el pilar productivo para la inclusión. 
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� https://www.leychile.cl/Navegar?idLey=20422


� https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1042092


� https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1103997


� https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1096847&idParte=9747818&idVersion=2016-11-22


� https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1130871
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